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UGT OPINA 

 
PACTO TOLEDO 
 
Valoramos el “inicio de acercamiento” sobre pensiones destacando el papel de la movilización social 
 
Desde la secretaria de Política Social, Empleo y Seguridad Social de UGT, Mari Carmen Barrera, valora 
el inicio de un preacuerdo del Pacto de Toledo para proponer una nueva forma de revalorizar las 
pensiones donde el IPC juegue un papel central y destaca el papel que la movilización ciudadana ha 
jugado para cambiar la situación. Es positivo que este preacuerdo deje la puerta abierta a que sea la 
Mesa del Diálogo Social la que pueda añadir otros parámetros para el cálculo, como los salarios, la 
productividad o el crecimiento económico. Los portavoces del Pacto de Toledo han acordado elaborar 
un texto para instar a sustituir el actual Índice de Revalorización de las Pensiones (IRP), que estipula 
que las pensiones solo subirán el 0,25 % mientras haya déficit en la Seguridad Social, por otro 
mecanismo en el que la inflación sea fundamental. Así se pone de manifiesto que "la movilización es 
la palanca para cambiar las políticas" y "da resultados".  
 

 
 
Tras estos últimos acontecimientos, UGT exigirá la derogación del IRP, trabajará para impulsar un 
acuerdo definitivo sobre el mantenimiento del poder adquisitivo en el Pacto de Toledo, pedirá la 
convocatoria de la mesa de diálogo social para concretar en medidas y reformas legales ese 
preacuerdo, y continuará dando pasos y presionando para lograr derogar toda la reforma de pensiones 
de 2013. 

 
En esta línea, y a pesar de que parece que se han puesto las bases para recuperar el poder adquisitivo 
de las pensiones, aún estamos lejos de alcanzar nuestros objetivos, fijados fundamentalmente en la 
derogación de la reforma de las pensiones del 2013.  
 
Por otra parte, las concesiones del Gobierno a varios grupos políticos, en este periodo de 
negociaciones de los presupuestos generales del estado, ha puesto de manifiesto que los sindicatos 
teníamos razón cuando decíamos que había dinero para poder llevar a cabo nuestras propuestas y que 
solo era cuestión de voluntad política el poder llevarlas a cabo.  
 

http://www.google.es/url?sa=i&rct=j&q=&esrc=s&source=images&cd=&cad=rja&uact=8&ved=2ahUKEwiI18KCptraAhWFtxQKHYM7B38QjRx6BAgAEAU&url=http://www.ugt.es/&psig=AOvVaw1zouW6X0qrfgBScbhoGaa0&ust=1524913058211318
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Dentro de esas concesiones, desconocemos si la subida de las pensiones al IPC tiene carácter 
retroactivo a enero de 2018, pues la entrada en vigor de los presupuestos se prevé que sea para junio 
y la estimación de la nueva tasa anunciada, por el ministro Cristóbal Montero, de 600 millones de 
euros, es justo la mitad de lo que costaría la subida de las pensiones al IPC para todo el año 2018. 
Habría que recordar al Gobierno que en caso de que no apliquen la subida con efecto enero 2018, el 
recurso interpuesto y admitido a trámite en el Tribunal Supremo por UGT, contra la subida de este año 
al 0,25%, garantizaría y obligaría al Gobierno a que los pensionistas sean compensados desde primeros 
de año.  
 
Tampoco hay nada escrito sobre la cláusula de revisión al final de año, tal y como pedimos. Para que 
no haya pérdida de poder adquisitivo, no solo hay que subir las pensiones al IPC previsto, sino que hay 
que revisar las mismas una vez que el IPC sea definitivo sino puede seguir habiendo pérdidas incluso 
cuantiosas. Y otro tanto ocurre con el Factor de Sostenibilidad, su postergación a 2023 no concuerda 
en nada con lo que pedimos, la derogación de un elemento de recorte que no tiene porqué existir. 

 
 

 
NORMATIVA 

 
 

RESOLUCIÓN DE 11 DE ABRIL DE 2018, DE LA SUBSECRETARÍA, POR 
LA QUE SE PUBLICA EL ACUERDO DEL CONSEJO DE MINISTROS DE 6 
DE ABRIL DE 2018, POR EL QUE SE APRUEBA EL PLAN ESTRATÉGICO 
DE LA INSPECCIÓN DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL PARA EL 
PERÍODO 2018-2020  
 
El Plan contempla las prioridades del Ministerio de Empleo y Seguridad Social para la presente 
legislatura, con actuaciones para la calidad del empleo, las dirigidas al refuerzo de la sostenibilidad y 
suficiencia del Sistema de la Seguridad Social, y la inserción e integración de los inmigrantes vinculada 
al empleo. 
 
Pero desde UGT se consideran insuficientes los recursos destinados a la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social (ITSS) y al Instituto Nacional de Seguridad, Salud y Bienestar en el Trabajo (INSSBT): 
 
- La Inspección de Trabajo en esta materia es un instrumento esencial en la lucha contra la 
siniestralidad laboral y la mejora de las condiciones de seguridad y salud en las empresas y centros de 
trabajo. El sindicato no puede consentir que se mantengan tan sólo 80.000 visitas a los centros de 
trabajo en un contexto de constante incremento de la siniestralidad. 
- La partida destinada al Instituto Nacional de Seguridad, Salud y Bienestar en el Trabajo sigue siendo 
insuficiente. Este organismo cuenta con una plantilla cada vez más mermada que dificulta su esencial 
labor como órgano técnico de referencia en la investigación de las medidas preventivas. 
 
Enlace Resolución 
 

http://juridicas.mailrelay-iv.com/newslink/10844596/51189.html
http://juridicas.mailrelay-iv.com/newslink/10844596/51189.html
http://juridicas.mailrelay-iv.com/newslink/10844596/51189.html
http://juridicas.mailrelay-iv.com/newslink/10844596/51189.html
http://juridicas.mailrelay-iv.com/newslink/10844596/51189.html
http://noticias.juridicas.com/base_datos/Laboral/619194-r-empleo-y-seguridad-social-11-de-abril-de-2018-acuerdo-del-consejo-de-ministros.html
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JURISPRUDENCIA 

 

ES INCONSTITUCIONAL PRIVAR DE UNA PENSION DE VIUDEDAD 
El TC declara inconstitucional la privación de una pensión de viudedad al no concurrir causa de 
utilidad pública o interés social 

La Sección Séptima de la Sala Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional planteó ante el TC 

una cuestión de inconstitucionalidad respecto de la DA 44 de la Ley 39/2010, de 22 de noviembre, de 

Presupuestos Generales del Estado para 2011. El contenido de la disposición rezaba así: “Pensión 

excepcional. En atención a las circunstancias puestas de relieve por la sentencia de la Sala Segunda del 

Tribunal Supremo de 18 de febrero de 2010, se anula la pensión excepcional reconocida a favor de la 

interesada por la Disposición adicional segunda del Real Decreto Ley 8/2004, de 5 de noviembre, sobre 

indemnizaciones a los participantes en operaciones internacionales de paz y seguridad”. 

La Audiencia Nacional consideraba que la citada normativa vulneraba el artículo 33.3 de la 

Constitución al no concurrir causa de utilidad pública o interés social en la privación del derecho a una 

pensión adquirido por ministerio de la ley y perteneciente al patrimonio de la reclamante. Además, la 

disposición cuestionada incurría en retroactividad de grado máximo en contra de lo dispuesto en 

el artículo 9.3 de la CE, pues al retrotraer sus efectos al 18 de febrero de 2010, comportaba la exigencia 

de devolución de las cantidades devengadas, cobradas y consumidas a la fecha de su entrada en vigor. 

Para el Tribunal, la duda de constitucionalidad que ha dado lugar a este proceso constitucional requiere 

“indagar en la naturaleza jurídica de la medida adoptada por la DA 44 de la Ley 39/2010”. Dicha duda 

“se proyecta sobre una ley singular que adopta una medida expropiatoria”. La sentencia considera que 

la disposición adicional cuestionada supone la “privación singular de un derecho subjetivo de 

contenido patrimonial, que encaja de pleno con el concepto de expropiación forzosa acuñado por la 

doctrina constitucional (STC166/1986; STC 204/2004; STC 154/2015)”. En este sentido, añade el fallo, 

“como ley expropiatoria autoaplicativa está sometida a los límites establecidos por la doctrina 

constitucional para este tipo de leyes singulares. El principio de igualdad exige que la ley singular 

responda a una situación excepcional igualmente singular”. 

Por tanto, “no es posible condicionar o impedir por una ley singular el ejercicio de derechos 

fundamentales que son materia reservada a leyes generales”. En consecuencia, “el canon de 

constitucionalidad que debe utilizar este Tribunal al ejercer su función de control de este tipo de leyes 

es el de la razonabilidad, proporcionalidad y adecuación”. 

El Tribunal concluye afirmando que coincide con el criterio de la Audiencia Nacional, corroborado por 

el Fiscal General del Estado, en apreciar que en la DA 44 de la Ley 39/2010 “no concurre la finalidad de 

utilidad pública o interés social que ha de legitimar cualquier medida de naturaleza expropiatoria”. 

Enlace Sentencia Tribunal Constitucional 

https://www.icaoviedo.es/res/doc/biblioteca/DERECHO%20DE%20FAMILIA.pdf
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DISCRIMINACIÓN DIRECTA POR RAZÓN DE GÉNERO Y ALTA EN LA 
SEGURIDAD SOCIAL DE UNA MUJER EN SITUACIÓN DE RIESGO 
DURANTE EL EMBARAZO EN EL MOMENTO MISMO DEL ALTA 

La no discriminación directa por razón de género exige a la TGSS respetar el alta 

de una mujer recién contratada (enfermera interina de la bolsa de trabajo del 

Servicio Vasco de Salud) y sin prestación efectiva de servicios ante el 

reconocimiento de una situación de riesgo durante el embarazo en el momento 

mismo del alta. 

 

Resulta muy interesante la presente sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo 

del Tribunal Supremo, que viene a confirmar, por si hubiese alguna duda, el altísimo 

compromiso tanto del Tribunal Supremo como del Tribunal Constitucional, por no hablar 

del TJUE, en materia de no discriminación por razón de género, a todas luces la más 

previsible y segura jurisprudencialmente hablando de todas las materias de relevancia 

constitucional. El caso resuelto en esta ocasión carecía de precedentes en el Derecho 

español, aunque sí había una sentencia del TJUE con notable similitud. 

Se trata de la contratación laboral interina de una enfermera por parte del Servicio Vasco 

de Salud a partir de la correspondiente bolsa de trabajo, que el mismo día de la 

contratación, el 6 de septiembre de 2013, y sin prestación efectiva de servicios es 

declarada en situación de riesgo durante el embarazo. En realidad, dicha situación también 

se le había reconocido pocos días antes en el marco de una contratación temporal anterior. 

El empresario público contratante cursa el alta ante la TGSS y la Mutua colaboradora abona 

la prestación económica correspondiente. Y tiempo después, a resulta de unos hechos que 

no vienen al caso la TGSS, anula el alta de la trabajadora ante la inexistencia de efectiva 

prestación de trabajo desde el inicio mismo de la contratación laboral. Anulación 

administrativa del alta objeto de censura judicial tanto en la instancia como en la apelación 

y ahora en la nueva casación introducida en el año 2015, todo ello por haber incurrido la 

referida anulación administrativa en vulneración del derecho fundamental a la no 

discriminación directa por razón de género. 

Considera el alto tribunal que la propia legalidad ordinaria, plasmada en el reglamento 

general sobre inscripción de empresas y afiliación, altas y bajas y variaciones de datos de 

trabajadores en la seguridad social, aunque con carácter general liga el alta del trabajador 

al inicio de una actividad, también se refiere a continuación «a una situación conexa con 

la misma». Tampoco el artículo 186 LGSS-2015, que regula la situación protegida de riesgo 

durante el embarazo, excluye de plano la aplicación de la misma a una situación como la 

del caso de autos. En fin, la interpretación de dichas normas conforme al derecho 

fundamental a la no discriminación directa por razón de género del artículo 14 CE impedía a 

la TGSS la anulación del alta en su día cursada por el empresario público contratante de la 

trabajadora en situación de riesgo durante el embarazo con carácter no ya simultáneo a la 

contratación, sino incluso previo. Nada que objetar y todo que compartir. 

Enlace Sentencia Tribunal Supremo 
 

javascript:jumpToDBDocument(530,'LE0000561511','Vigente','I1045',2,'NN58898SQR','7ZD4HJ',null);
javascript:jumpToDBDocument(530,'LE0000019668','Vigente','I12',2,'NN58898SQR','7ZD4HJ',null);
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?publicinterface=true&action=getdocumentpdf&databasematch=*&IDCENDOJ=28079130042018100078
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CRITERIOS DE LA SEGURIDAD SOCIAL 

 

CRITERIO INTERPRETATIVO SOBRE COTIZACIÓN 
 
El pasado mes de enero planteamos una consulta a la TGSS sobre la obligatoriedad de 

cotización de un “bonus compensatorio” pactado entre la empresa y la representación de 

los trabajadores, consistente en una cantidad de dinero que puede cobrarse en forma de 

pago único o en forma prorrateada en 60 mensualidades. 

La cuestión que se plantea es si esas cantidades cotizan a la Seguridad Social, y como lo 

harían en cada uno de las formas de cobro, en función de la opción elegida por el 

trabajador. 

En abril se nos responde a la consulta por parte de la TGSS y, se establece que, en ambos 

supuestos, el importe anual abonado por la empresa a sus trabajadores por esta percepción 

constituye un concepto retributivo del trabajo por cuenta ajena de devengo superior al 

mensual, que, a efectos de su cotización debe ser prorrateado en función de cómo se 

cobre. 

Por lo tanto, en función de la modalidad de pago que elija el trabajador, el prorrateo 

presentará diferencias. 

Si se opta por el abono de la cantidad en un pago único, esa cantidad debe prorratearse a 

efectos de incluirla en la base de cotización a la Seguridad Social, de conformidad con la 

normativa vigente, en los 12 meses del ejercicio en el que se efectúe el pago. 

Si el trabajador opta por el abono de la cantidad en 60 mensualidades, dicho abono 

afectará a 5 (60/12) ejercicios, por lo que la cantidad abonada en cada uno de estos años 

deberá prorratearse en los 12 meses de cada año, a los efectos de su inclusión en la base 

de cotización del trabajador interesado.  

 


